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			Introducción

			 

			 

			El problema general que se aborda en este libro es el efecto de las cárceles y prisiones sobre la justicia penal. Específicamente, las consecuencias de que detenidos y/o condenados puedan comunicarse sin ninguna clase de control y vigilancia desde estos establecimientos. La conclusión gruesa aquí alcanzada es que esta disfuncionalidad es particularmente dañina para la justicia cuando esos reclusos son miembros del crimen organizado y/o diversos servidores públicos con funciones de dirección, manejo y decisión que abusan de su posición para favorecer a otros, a sí mismos, amigos, copartidarios y/o parentela. El resultado de esta disfuncionalidad es que la corrupción y el crimen organizado permanecen reciclándose, provocando lo que en este libro se califica desde ya como un conflicto mafioso. 

			Debe advertirse que la búsqueda de información para elaborar este libro le indica al autor que similar patrón está presente no solo en Colombia, sino gran parte de América Latina. Pero, debido a la posición de liderazgo internacional que Colombia tiene en el narcotráfico desde mediados de los años setenta del siglo pasado, este trabajo se concentra en este país para llamar la atención sobre una disfuncionalidad institucional gigantesca, cuyos efectos pretenden explicarse al mundo por la clase política de la región, simplemente como el fracaso de la guerra contra las drogas. 

			A partir de este enfoque específico, se ha querido demostrar en esta investigación la existencia de una cadena de cinco hechos, pasados por alto en Colombia cuando se diseñan políticas y estrategias para enfrentar la percepción de que el crimen paga (Cfr. I) y que el Presidente Santos debió reconocer a los cinco meses de iniciar su primer gobierno: ‘Acabe con la impunidad’, le pide Santos a la nueva Fiscal (El Tiempo, enero 15 de 2011).1 

			 

			Primero. En el momento en que se crea el Inpec ya existían las bases jurídicas para aceptar la presencia de un sistema penitenciario que en teoría podía impedir que desde la cárcel un delincuente impartiera instrucciones criminales. Sin embargo, las cárceles colombianas se han caracterizado por una disfuncionalidad permanente, Desde aquí entendida como una combinación de ineficiencia y corrupción (Cfr. III).

			Segundo. Los lugares de reclusión en Colombia no pueden evitar que los reclusos mantengan contacto permanente y sin control con el exterior. La casa por cárcel y los brazaletes electrónicos, desde esta premisa, constituyen una aberración de la que se beneficiaban más de 45 individuos a finales de 2016, que se explica por otra disfuncionalidad concreta de los jueces de garantías, la fiscalía y del Ministerio de Justicia (Semana, Increíble: por error, jueza dejó en libertad a peligrosa banda de sicarios, noviembre 23 de 2015), pues la comunicación sin control es una consecuencia natural de ambos beneficios (Cfr. XXI). Lo que interesa probar aquí, en cambio, es que la misma gabela se les otorga a los casi 121 mil que para la misma época estaban en los establecimientos manejados por el Inpec sin contabilizar los que estaban en prisiones de la fuerza pública y cáceles distritales. 

			En otras palabras, el fin primero de la detención preventiva y de la condena, se ha desnaturalizado. En el primer caso se supone la solicitud de un fiscal y la aprobación de un juez para evitar que el procesado afecte la investigación y/o no sea más un peligro para la sociedad y/o eluda la pena (art., 308 de la Ley 1453 de 2011). En el segundo caso, el fin primero del internamiento es impedir que se vuelva a producir un daño y que durante ese lapso, se produzca la resocialización.

			Desde esta lógica, el propósito elemental de la detención preventiva y/o de la pena de prisión, debería ser la Anulación de la capacidad criminal de quien se ha privado de la libertad. Este concepto debe entenderse como el control sobre el cuerpo del individuo que ha sido objeto por lo menos de una medida de aseguramiento, no con el objeto de asaltar su dignidad, sino para impedirle que afecte la investigación o el juicio en su contra y/o la continuación de sus actividades delictivas desde el establecimiento.2 La Anulación es el primer escalón hacia la resocialización. En la actual coyuntura internacional, se demostrará, es el camino para que el Estado alcance y mantenga la legitimidad.3 

			Esto, se consigue restringiendo, controlando y vigilando al máximo su comunicación dentro del penal, y especialmente su contacto con el mundo exterior. La Anulación que aquí se propone es la primera de las tres labores sintetizadas en la palabra custodiar, lo cual, es lo que la sociedad debe recibir de toda cárcel o prisión. La segunda implica evitar las fugas y la tercera, proteger la integridad física y mental del recluso para capacitarlo y luego retornarlo a la sociedad. 

			Sin la primera, las dos siguientes se deforman y juntas crean el ambiente para que se propague el populismo punitivo; el hacinamiento; la violación de la dignidad de los reclusos pobres, débiles e inocentes; los privilegios para los más poderosos y finalmente, la corrupción de la guardia, de los administradores y de fiscales y jueces. Sin Anulación en los centros de reclusión, la sociedad se trasforma en un espacio para que los violentos y los astutos se impongan sobre los demás.

			Decenas de ejemplos a lo largo del trabajo demuestran que las cárceles y prisiones colombianas no anulan a procesados y condenados. Muy por el contrario, incentivan su actividad criminal. Es decir, sin Anulación se ha desnaturalizado, no solo el fin elemental, sino el último de la detención preventiva y la pena de prisión: la disuasión. Aquella sensación del grueso de los miembros de una sociedad próspera de que violar la ley es una pésima elección, pues la posibilidad de ser descubiertos y capturados, es mentalmente abrumadora.

			Tercero. Desde junio 21 de 2007 la disfuncionalidad del Inpec alcanzó su momento más crítico por un acto de corrupción mediante el cual, la comunicación sin control de los criminales más dañinos para el Estado –jefes del crimen organizado y los grandes articuladores de la corrupción pública– fue implantada.

			En apariencia, el contrato cumple con el mandato legal del Código Penitenciario de 1993 al cual debía someterse (art. 111), derogado en el 2013. De acuerdo al mismo, solo en casos especiales y en igualdad de condiciones podían autorizarse llamadas telefónicas, debidamente vigiladas. En realidad, se instaló un sistema de líneas fijas que hace imposible la vigilancia, el control y la supervisión para establecer quién llama, desde dónde llama, a quién llama, cuándo llama y por supuesto, el contenido de la comunicación. 

			El cómo y el porqué de este acto de corrupción, se desarrolla entre los capítulos XIX y XX. Se pretende demostrar que el mismo no fue apenas otro ‘negociado’ de algunos funcionarios públicos con sus amigos de turno, tan común en Colombia. Se muestra que el mismo es una pieza crucial para entender el proceso de paz del gobierno Uribe con supuestos líderes de la contrainsurgencia colombiana. 

			Una conclusión elemental que alcanza este análisis es que desde junio de 2007, los delincuentes profesionales no tienen que preocuparse por maneras contrabandear un teléfono celular para mantener sus operaciones criminales. La dirección general del Inpec, a través de teléfonos públicos que son colocados hasta en sus celdas, les ha brindado el arma más codiciada para esta clase de criminales.4

			El uso masivo de celulares que el Tiempo reportaba en abril de 2016 se explica porque las tarifas por minuto de los teléfonos fijos están entre los 200 y 300 pesos, lo cual generó que los reclusos más pobres compraran minutos y el resto adquieran su celular. Otra oportunidad de negocio para la guardia y los jefes de patio que facilitan la entrada de celulares para cobrar además mensualmente por su uso y por el rescate de los mismos después de procesos de incautación que rápidamente se publicitan (El Tiempo, En seis cárceles ‘bloqueadas’, la extorsión por celular no se detiene, abril 5 de 2016). Eso, adicionado a la posibilidad de acceder a redes sociales que les permite a los reclusos comunicarse a cualquier hora con familiares, amantes, amigos y principalmente recibir llamadas de sus aliados criminales para luego devolver las mismas por las líneas seguras instaladas por el Inpec desde el 2007.

			Los delincuentes profesionales saben que toda comunicación a través de dispositivos móviles, es decir, la que esté en el aire, es muy riesgosa. La misma puede ser interceptada con pasmosa facilidad por las autoridades, especialmente por los Estados Unidos (EE.UU). Mediante sus satélites lo hacen en cualquier parte del globo terráqueo tal como lo demuestran los reportes internacionales. Pero sin ese grado de sofisticación, también lo hacen la fiscalía y la policía colombiana. Sus más publicitadas capturas suelen ser producto de esa labor.

			En cambio, interceptar una línea fija debe hacerse de forma física por lo menos por dos operarios, asumiendo que cada uno esté conectado a la línea entre ocho y doce horas. Con decenas de teléfonos públicos instalados en cada establecimiento esta actividad se torna casi imposible, pues se requerían otras decenas de funcionarios. Y si se tomara la decisión de incurrir en esa gigantesca logística por ejemplo en la Picota, lo cual solo se podría hacer por unos días dado su complejidad y costo, nunca se sabría quién de los miles de reclusos ha usado el teléfono para por ejemplo dar luz verde para que se ejecute un asesinato en las calles, sobornar a un funcionario judicial y/o dialogar con un personaje influyente con lo cual, se le evita a este último el inconveniente de asistir al penal. Y si se trata de una llamada extorsiva –el delito que se cuadriplicó entre el 2010–2014 según del Ministerio de Defensa (Semana, La seguridad, un problema enorme, agosto 8 de 2014)– en el identificador de llamadas de la víctima aparecerá el número de una central de Telecom desde donde se tramitan todas las llamadas de decenas de establecimientos en el país. 

			Se demostrará mediante la experiencia estadounidense (Cfr. IV) que la presencia de celulares se puede controlar. Para los miembros del crimen organizado estos aparatos en las cárceles y prisiones de ese país, constituyen el contrabando más preciado. Logran introducir uno de tanto en tanto y por eso la tarea de las autoridades penitenciarias federales es permanente. En el caso colombiano, la presencia de los celulares es apenas otra anécdota más sobre la vida en prisión, pues el contacto seguro con el exterior, es una dádiva del Estado. 

			Cuarto. Existe una falacia validada desde el Estado colombiano, según la cual, la sociedad puede estar tranquila una vez las autoridades reportan la captura de cada delincuente que venía siendo buscado intensamente, y que por tanto, debe preocuparse solo cuando el mismo vuelva a las calles: El 15 de agosto saldrán los paramilitares con los peores crímenes a cuestas. ¿Está preparado el Estado para lo que se viene? (Semana, Los 200 ‘paras’ que saldrán de la cárcel, enero 25 de 2014).

			La sicología social y la sociología han demostrado que los delincuentes profesionales, no renuncian al crimen por el solo hecho de ser capturados. Aquí además se probará ese hallazgo con los relatos de los narcotraficantes desde los años noventa del siglo pasado. El delito para ellos es simplemente una forma de vida y conseguir impunidad es una parte de ese quehacer diario. La captura entonces es una eventualidad que resulta grave solo si la comunicación se controla y vigila pues pone en peligro las ganancias materiales y el estatus en la vida criminal (Cfr. III, IV, V).5

			Quinto. Se sostiene en este trabajo que para consolidar un Estado, la aplicación efectiva de ley penal se convierte en herramienta ineludible, el primer estadio impostergable en ese proceso. Y hacerlo no es una quimera. Se consigue a través del establecimiento de un Círculo de Justicia Criminal y este será el primer tema de este libro.

			 

			 

			
				
					1 - Días previos al inicio de su segundo periodo, sus intentos por mostrar que había logrado progresos, no resistían análisis detallados. Semana basada en datos oficiales mostraba cómo los delitos sexuales, el hurto a comercio, el hurto de motos, la violencia intrafamiliar, hurto a personas, el hurto común, las lesiones personales, habían aumentado entre el 2010 y 2014. (La seguridad, un problema enorme, agosto 8 de 2014).

				

				
					2 - Cuando se trata de actividades criminales que requieren el concurso de varias personas, implica además conducir al recluso a que colabore con la justicia.

				

				
					3 - Morris y Rothman (1998, ix) advierten que justificación de la prisión es que se requiere detener el crimen, retribuir socialmente por el daño, reformar al infractor y finalmente incapacitar a los criminales peligrosos. Esta última, empero, fue la justificación originaria para encarcelar a cada individuo peligroso para la sociedad. Sin embargo, el concepto de Anulación propuesto aquí busca un resultado más allá del temporal y personal pensado en el siglo XIX, que podía aplicarse con un aceptable éxito a cada delincuente o a los que actuaban en grupos cohesionados solo para la ejecución del crimen. El fin de la Anulación en estos tiempos debe ser permanente y debe recaer sobre quienes hoy pueden hacer colapsar las instituciones: articuladores del crimen organizado y de la gran corrupción.

				

				
					4 - Ver fotografía de Caracol Noticias en http://www.mauriciobeltrancristancho.com/colombia-un-pais-cuya-instituciones-publicas-son-la-amenaza/

				

				
					5 - Para los funcionarios públicos que venden sus servicios al crimen organizado, siempre que existan pruebas contundentes –como interceptaciones y grabaciones respaldadas por delaciones– y que las mismas no desaparezcan, se centra en evitar una gran condena. En el peor de los casos una condena que permita además mantener una parte sustancial del producto de sus acciones delictivas para asegurar una cómoda vida futura. Se trata de concretar el balance que permita concluir que valió la pena correr riegos vendiendo la función pública encomendada.

				

			

		

	
		
			Metodología.

			 

			Desde la sociología jurídica se intenta demostrar el valor de la comunicación desde las cárceles y cómo el control de la misma, no se aplica por una monumental disfuncionalidad de las cárceles en Colombia. La misma, se insiste, es una mezcla de corrupción e ineficiencia que no puede resolverse con sentencias de la Corte Constitucional. Son decenas de sentencias de tutela en contra del Inpec emitidas por esta corte desde 1993. Al punto que en 1998 declaró el Estado de Cosas Inconstitucionales en esa institución y en el 2013, debió hacerlo de nuevo.6 

			Es decir, el centro de la tesis no se ocupa de tensiones filosóficas sobre la justicia o problemas de validez que en el discurso jurídico se abordan, en el primer caso, desde la jurisprudencia y la doctrina, y en el segundo, desde la técnica jurídica. Tampoco se ocupa de tensiones teóricas de la criminología, o sobre las diferentes teorías que hoy explican el crimen organizado transnacional y/o la corrupción. 

			Esa clase de trabajos sin duda tienen una inmensa valía cuando existen unas instituciones de justicia criminal consolidadas que generan en la sociedad la sensación de que el crimen no paga. Es decir, instituciones cuya historia demuestra que son fuente de preocupación constante para los criminales y en donde las posibilidades de que sus funcionarios vendan o intercambien su función son escasas, particularmente por que ellas mismas, de tanto en tanto a través de mecanismos internos, depuran su capital humano y sus procedimientos. Instituciones que en definitiva son percibidas como legítimas por los ciudadanos y cuyos funcionarios gracias a sus logros son ejemplo de profesionalismo, incluso, modelos de comportamiento (Cfr. IV).

			En ese panorama las discusiones teóricas son vitales para evitar que esas instituciones no pierdan dinamismo, y puedan adaptarse a los tiempos. Esos debates teóricos son indispensables para que los funcionarios respectivos entiendan por ejemplo, cómo están mutando fenómenos como la corrupción y el crimen organizado para evitar la acción del Estado. Pero como se puede intuir, ese no es el estado de las instituciones de justicia penal en Colombia. Por tanto, este trabajo evita entrar en esas disquisiciones. 

			Ese sería otro ejercicio que se sumaría a las decenas que se vienen produciendo anualmente, no solo en Colombia, sino en América Latina, para concluir que lo que hace falta es más legislación y más recursos. Que se deben contratar más policías, más fiscales, más jueces, hacer más cárceles, más estrategias novedosas, y desde luego, más inversión social.

			Por eso se recurre a documentos oficiales para probar que la disfuncionalidad –corrupción e ineficiencia– está instalada desde el primer día que se intentó crear un sistema penitenciario en Colombia. También se ha recurrido a entrevistas de miembros de la guardia, funcionarios administrativos, tres ex directores de establecimientos de alta seguridad, reclusos y ex reclusos para desentrañar todos los hechos que explican la descomunal disfuncionalidad de ese sector de la justicia.

			No existen estudios académicos que desde la sociología jurídica permitan probar lo que dejó la revisión de esos documentos oficiales, las entrevistas y la contingencia de que el autor de este trabajo estuviera sentado en la secretaría general en el Inpec en noviembre de 2007, representado una de las empresas que instalaría supuestamente un sistema de control de comunicaciones en las cárceles colombianas.

			Los estudios académicos se introducen en este trabajo para demostrar que el control y vigilancia de las comunicaciones en las cárceles y prisiones, es un principio universal que tiene más de tres siglos. También se usan para probar el valor de la Anulación y examinar cómo los EE.UU fue el país que primero se benefició de la misma para luchar contra el crimen organizado.

			El efecto sobre la justicia colombiana de las comunicaciones sin control y vigilancia desde las cárceles, se visualiza a través de varios textos de periodistas nacionales y extranjeros, y el relato de ex narcotraficantes que terminaron colaborando con la justicia estadounidense. Ninguno de esos textos tiene como centro de discusión la comunicación desde las cárceles. Pero todos demuestran que el control de las comunicaciones se asume en EE.UU como un hecho tan común que no tiene por qué ser ni siquiera discutido.

			Para demostrar los efectos del contrato de telefonía de junio de 2007 en Colombia, se anexan los documentos oficiales que prueban la existencia del mismo y la estrategia para camuflar el desmonte de la telefonía de control que ya existía en Combita, Itagüí y la Picota. Se explica el contexto que rodeo ese contrato desconocido para la opinión pública, a partir de los análisis académicos, pero especialmente de crónicas e informes periodísticos de los Medios más reconocidas nacional e internacionalmente. Se hizo una labor muy precisa para no usar fuentes que pueden ser calificadas de sospechosas por sus agendas ideológicas y por la escasa o nula visibilidad de la misma en la Nube y en el ámbito periodístico internacional.

			Que el crimen organizado ha permeado la institucionalidad es una explicación académica (Garay, Salcedo-Albarán, León-Beltrán, 2008; Guerrero, 2008; Duncan, 2014) probada por trabajos especializados (Ronderos, 2014) y una serie de documentos recopilados en el 2009 por el periodista Alfredo Serrano. A esto se suman informes de los principales Medios nacionales, especialmente la Revista Semana y desde hace relativamente poco tiempo por portales como La Silla Vacía, Las Dos Orillas y especialmente Verdad Abierta. Internacionalmente los aportes son de organizaciones y centros de pensamientos como el Informe Regional de Desarrollo Humano del PNUD 2013–2014. Seguridad ciudadana con rostro humano: diagnóstico y propuestas para América Latina y el portal especializado InSight Crime.

			Se recurre entonces a los hechos para probar que Colombia no ha podido resolver los desafíos al Estado de Derecho y que el mismo desde finales de los años ochenta del siglo pasado está tomando un tinte mafioso de dimensiones no calculadas. No es entonces un problema de percepción manipulado por algún sector de la sociedad. Por eso, a esos informes se le adicionan investigaciones periodísticas para demostrar que el tema del control de las comunicaciones en las cárceles es un hecho del que depende cualquier política que intente frenar el avance de la impunidad y la inseguridad.

			Una aclaración final es el uso de mayúsculas a lo largo del escrito se hace para resaltar la importancia de ciertos conceptos que se consideran aquí vitales para que el lector se familiarice con la exposición. Además de Estado, que en la ciencia política suele ser escrito con mayúscula debido a ser central para ese discurso, se aplica este criterio para Anulación, Círculo de Justicia Criminal, Captura Mafiosa del Estado y Medios de comunicación.

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			
				
					6 - T 153 de 1998 y T 388 de 2013. 

				

			

		

	
		
			I. ¿Por qué la restricción de la libertad debe Anular? 

			 

			 

			Fuentes consultadas por Caracol Radio indicaron que desde su llegada a la cárcel Picota en Bogotá, Diego Pérez alias ‘Diego Rastrojo’ ha mantenido activos sus negocios ilícitos, pese a que se encuentra en un pabellón de máxima seguridad. Según indicaron las fuentes dos semanas después de estar en la Picota ordenó la compra de 30 camionetas dimas 4 por 4 en varios municipios del Departamento del Valle para entregarlas a sus hombres y mantener viva su actividad delictiva… Todo esto está ocurriendo mientras que avanza los trámites para una eventual extradición a EE.UU.7 

			 

			Desde que Santos asumió su mandato, todas las bandas criminales han sido decapitadas. Algunas dos y tres veces. No queda ninguno de los jefes originales. Se han capturado más miembros de estas bandas que todos los paramilitares que se desmovilizaron, cinco veces el número de guerrilleros de las Farc, Pero si se comparan las cifras de bacrim de 2007 y el conteo del año pasado es el mismo número.8	

			 

			 

			
				
					7 - Caracol Radio, ‘Diego Rastrojo’ continúa delinquiendo desde La Picota, 9 de octubre de 2012

				

				
					8 - La Silla Vacía, Las cinco razones por las que las bacrim le ganan el pulso a Santos, abril 11 de 2016. 

				

			

		

	
		
			Teoría de la pena.

			 

			Cesare Becaria alrededor de 1774, acudió al sentido común para advertir que sin justicia, certera y rápida, se perdería el vínculo necesario para tener unidos los intereses particulares, sin el cual se reducir[ía]n al antiguo estado de insociabilidad. Los Estados modernos estaban tomando forma y Becaria contribuiría a ello proponiendo la detención del sospechoso de un crimen como medida preventiva y la pena de prisión como el máximo de los castigos impuestos a quien cometiera un delito.

			Su propuesta es internar en una cárcel a una persona para impedir que cause nuevos daños a sus ciudadanos, no para destrozar su cuerpo y hacerlo confesar. En concreto, la detención preventiva se fundaría en que la estreches de la cárcel no pueda ser más que la necesaria, o para impedir la fuga, o para impedir que se oculten la pruebas del delito. Esto implica que quienes investiguen y juzguen deben demostrar que la pérdida de la libertad es una necesidad imperiosa para que la misma se justifique. Y fue más allá Beccaria sugirió que la detención sin torturas se transformaría en la pena que conduciría a que un delincuente condenado formalmente, pudiera ser corregido. La prisión es el disciplinario por excelencia si la compasión y la humanidad penetr[a]n la puertas de hierro (p. 12, 60, 104 y 165). 

			Foucault en el siglo XX (1998, 233-300) parte de esa concepción para plantear que la prisión es desde el siglo XIX, la mejor forma de humanizar la pena. Ella, afectando la libertad, hace iguales a los hombres. Su pretensión cardinal es volver a los individuos dóciles y útiles. Por eso en el siglo XX, considera Foucault, la prisión se volvió connatural a las sociedades, pues no parece existir mejor forma de castigar para recuperar a la persona. Su papel es transformar a los individuos.

			A través del dominio del cuerpo, la prisión se torna en aparato disciplinario exhaustivo, mucho más que sitios como la escuela, la fábrica, o el cuartel, pues es omnidisciplinaria. Una vez la persona es internada en un establecimiento penitenciario, todas las facetas de la vida tienen que ejecutarse allí. Por eso, en la prisión, la educación y el trabajo no son una opción, sino una imposición fundamental para corregir a los individuos. La prisión así entendida es una escuela sin indulgencias. Además, la prisión no tiene exterior, no se interrumpe, excepto una vez acabada su tarea.

			Es por esa razón que el otro gran componente de la prisión, según este autor, es vigilar a través de la arquitectura y controlar la comunicación con otros reclusos. Foucault defendió la individualización para tratar a cada recluso y evitar que la solidaridad producto de quienes han entendido el crimen como una forma de vida, repercuta en el exterior y termine por causar más daño. En definitiva, corregir al individuo solo es posible en la medida en que la reclusión impida que esa clase solidaridad florezca y para lograrlo, se debe aplicar una técnica ya decantada. El castigo legal recae sobre un acto; la técnica punitiva sobre una vida. Como se explicará adelante la neurociencia y la psicología social ratifican hoy las conclusiones de Becaría y Foucault (Cfr. III).

			Por ahora, se debe enfatizar que en el siglo XXI esa técnica punitiva para impedir que el infractor de la ley penal cause más daño a la sociedad; recuperarlo y enviar un mensaje disuasivo al máximo de los potenciales transgresores posibles, impone un desafío gigantesco. Los Estados, dada la versatilidad de las comunicaciones modernas, deben impedir que desde el establecimiento, los delincuentes afecten la investigación y juzgamiento, y/o mantengan en funcionamiento su estructura criminal. Deben propiciar que la técnica punitiva derribe la solidaridad propia de quienes pueden seguir entendiendo la ilegalidad como una forma justificable de interactuar en la sociedad, pues el Estado les facilita el espacio para darle forma, afirmarla y expandirla. 

			Las tecnologías de comunicación, disponible para cualquier persona que no sea sujeto de medida de aseguramiento, constituyen un inmenso aliado del crimen organizado transnacional. Los Estados por su parte, tal como lo demuestra la historia de la Cosa Nostra en Italia y EE.UU, ante cada nueva dinámica económica y social aprovechada siempre con rapidez por la mafia, tardan en reaccionar (Rabb, 2006). El balance en el siglo XXI, según expertos, es que la lucha la están perdiendo la comunidad de naciones. La realidad demuestra que el crimen organizado transnacional es el negocio más dinámico del planeta: la globalización ha convertido a los criminales organizados en el más poderoso grupo de interés del mundo (Robinson, 2011, 130).9

			Un vistazo a lo que se ha encontrado internacionalmente, demuestra por ejemplo que el contrabando y la falsificación de toda clase de productos “legales” es en el siglo XXI otro de los grandes negocios del crimen organizado. Este comercio ilegal atraviesa los continentes amparados por trámites legales y es un negocio de 200 billones de dólares al año (ICIJ, The Counterfeit Cops, marzo 30 de 2013). 

			Las bandas de contrabandistas, igual que las de narcóticos, operan con pasmosa facilidad gracias a que se conectan en tiempo real con sus similares en otros países. Advierte la Interpol, refiriéndose al concepto genérico de tráfico de bienes que conlleva el comercio ilícito o el establecimiento de mercados negros o ilegales, que las redes del crimen organizado aprovechan nuevas tecnologías para lograrlo (Trafficking in illicit goods and counterfeiting, agosto 1 de 2014).

			Ante la fuerza del crimen organizado en el siglo XXI, las palabras de Becaría y Foucault, toman un valor urgente. La forma vertiginosa de crecer y su capacidad para adaptarse a las circunstancias de oferta y demanda del mercado ilegal que generan, ya ha conducido a que Estados sin Círculo de Justicia Criminal, colapsen. Todos tienen relaciones mafiosas con bandas colombianas.10 

			Por eso, antes que pensar en castigar al criminal, los Estados en el siglo XXI deben concentrarse más que nunca en la técnica punitiva sobre cada uno de los miembros que de tanto en tanto puedan ser sujetos de una medida de aseguramiento para así atravesársele al crimen organizado transnacional como un todo. Para lograrlo, cada Estado debe asegurarse que cada uno de estos personajes, especialmente los líderes, no vuelva a tener acceso sin control a las ventajas de las comunicaciones modernas. Por eso la importancia de la Anulación.

			Anular es control inmenso sobre el cuerpo de la persona, lo que conlleva una restricción sobre su voluntad, sin afectar su dignidad. Este control, por lo mismo, no puede ser caprichoso. Debe aplicarse en condiciones arquitectónicas adecuadas y acompañado de tecnología para que sea efectivo. Para finales del siglo XX por cuenta de la justicia internacional ese ya no era un noble sueño de algunos teóricos medievales (YouTube, The Hague Cell, julio 10 de 2010).11 

			También las prisiones de Hong Kong en las que para octubre de 2014 permanecían cerca de cincuenta colombianos, prueban que él no hacinamiento, la alimentación decente, el trabajo, el estudio y en general, la ausencia de maltrato físico, son parte de la técnica punitiva contemporánea. Y que la misma impone que la comunicación sea controlada, supervisada y vigilada implacablemente (El Espectador, El drama de las mulas colombianas en Hong Kong, octubre 20 de 2014).12 

			En general, las sociedades que conciben la detención preventiva y la pena de prisión como Anulación y no como castigos puros, no solo tienen tasas de reclusión muy bajas, sino logran índices de criminalidad pequeños si los comparamos con los colombianos. La tasa de encarcelamiento en el 2015, por ejemplo en Canadá, el país mejor posicionado en el continente, era de 106 por cada cien mil habitantes mientras que la de Colombia era de 244 (World Prison Population List, eleventh edition, septiembre 30 de 2016).

			Por eso en el siglo XXI es de sentido común que cuando un juez penal, ordena que una persona conectada con el crimen organizado pierda su libertad, el Estado está usando una prerrogativa para proteger, no solo a su la sociedad, sino a la comunidad de naciones. Para lograrlo, la actividad de la policía, la fiscalía y los jueces debe quedar libre de toda injerencia o presión por parte del investigado y su organización criminal. De paso, se asegura que el mismo no pueda causar daño por fuera del establecimiento y que sus socios sean invadidos por una sensación de inseguridad e inestabilidad operacional. A la postre, lo demuestran los procesos contra las cinco familias en los EE.UU desde 1984, la Anulación conducen al derrumbe de la organización (Raab, 2005: 171-300). 

			La Anulación, finalmente, garantiza que todo lo demás funcione dentro de las cárceles y prisiones. Si ella opera, implica que los reclusos fracasan en su intención inicial y obvia de tratar de comprar y/o extorsionar a la guardia para obtener comunicación con el exterior sin vigilancia. La educación, el trabajo, junto con servicios terapéuticos y espirituales, pueden desarrollarse con efectividad. La técnica punitiva sí existe. No es una categoría metafísica y por medio de ella también se trasforman radicalmente vidas.

			 

			 

			
				
					9 - Las investigaciones de un portal especializado en crimen organizado en las Américas prueban que en esa parte del mundo las relaciones entre mafias locales son cada vez más evidentes y amplias. Desde México hasta Argentina esta dinámica es omnipresente. Ver http://es.insightcrime.org/

				

				
					10 - Al parecer a Guinea-Bisúa, se le suma Mozambique desde el 2014, y la cocaína les llega desde Colombia y Brasil (The Guardian, Mozambique: Africa’s new narco-state?, abril 20 de 204). En Latino América, el portal InSigh Crime ha informado que Surinan ya es un narco estado (DEA ‘tiene pruebas’ de vínculos de presidente de Surinam con capo de la droga, septiembre 25 de 2013) y su vecina Guyana podría estar tomando la misma dirección (Guyana se está convirtiendo en un ‘narco-Estado’: Ex comandante militar, abril 11 de 2014).

				

				
					11 - El mejor ejemplo es el centro de detención de la Corte Penal Internacional. Allí los que están siendo procesados viven bajo condiciones higiénicas impecables, pueden cocinar sus propias comidas de acuerdo a sus tradiciones culturales. Además tienen acceso a biblioteca y varios deportes. Pero su comunicación con el exterior es vigilada a través de tecnología muy sofisticada para asegurar que no puedan continuar delinquiendo.

				

				
					12 - La consecuencia para la sociedad es un ambiente de seguridad física y económica que cautiva a quien visita esta pequeña isla, hoy uno de los grandes centros económicos del mundo, menos de tres décadas atrás un paraíso del crimen organizado. Ver Tsang, 2015: 197-235.

				

			

		

	
		
			La Anulación como parte esencial de la custodia 

			 

			Los seres humanos, incluidos desde luego quienes viven del crimen, pueden justificar sus conductas todo el tiempo y las validan con quienes interactúan. Pero la Anulación, produce un inmenso auto cuestionamiento de esas justificaciones. C. S. Lewis en El Problema del Dolor, un texto que no se ocupa de las cárceles, sino de ese afán de los seres humanos por evitarlo y buscar el placer, parece haber resumido sin pretenderlo, por qué la Anulación es un principio universal del derecho penal: un hombre injusto al que la vida sonríe no siente la necesidad de corregir su conducta equivocada. En cambio, el sufrimiento destroza la ilusión de que todo marcha bien (1940: 92). 

			Por lo tanto, la oportunidad de consolidar conexiones familiares que se pueden haber recuperado mientras estaba recluido y de proyectar una vida tranquila al lado de sus seres queridos, se impone como la mejor opción. Pero debe insistirse que ese estadio emocional no se alcanza hasta que la actividad criminal del individuo ha sido totalmente bloqueada por el establecimiento. Mientras eso no suceda, la irracional búsqueda de más poder y reconocimiento, “felicidad,” seguirá gobernando las acciones y planes a corto, mediano y largo plazo del recluso.

			Sólo después de que la Anulación se realiza es que el recluso puede empezar a considerar como una opción el camino de la resocialización. Como lo entendió Foucault, la Anulación no implica desconocer la importancia del trabajo y la educación durante la reclusión para luchar contra la reincidencia. Pero, para que los beneficios de esos servicios se acepten por el recluso, el mismo debe haber concluido por sí mismo, que ya no tiene ninguna otra opción.

			Como se examinará adelante, es muy clara la transformación radical que sufren los poderosos capos colombianos extraditados, apenas meses después de haber sido sometidos a prisión por un sistema judicial como el estadounidense, en el cual, para nada cuenta su pasada grandeza criminal. El grueso de los mismos, si permanecen en ese país después de cumplir su sentencia, no vuelven a delinquir. Lo contrario ocurre con los que regresan. 

			En resumen, custodiar, debe insistirse, es el concepto general para explicar cuál es el objeto de todo lugar de reclusión. Significa garantizar la salud física y mental de cada interno, prevenir y evitar las fugas, y finalmente asegurar que la persona afecte la investigación y/o continúe tomando e impartiendo instrucciones desde el establecimiento para mantener su actividad criminal (Anulación). Pero en países como Colombia, la ineficacia y corrupción de las cárceles y prisiones a la hora de cumplir esta tercera faceta de la custodia, la neutralizan. Eso, a pesar que desde el punto de vista legal es perfectamente viable.

			El artículo 59 de la Ley 1453 de 2011 que reforma el artículo 308 del Código Penal y del Código de Procedimiento Penal, refleja la doctrina forjada por Becaria y Foucault. En el siglo XXI es puro sentido común para entender que la Anulación es parte de la labor de custodiar, pues es la mejor forma de guardar y proteger a la sociedad, guardando y protegiendo al recluso. A éste, el Estado lo defiende, lo ampara y lo conserva de sí mismo, de esa irracional búsqueda de la felicidad haciendo que el mundo se doblegue ante sí, pero no por los mecanismos aceptados jurídicamente, sino a través de la violencia, la amenaza, la maquinación engañosa y/o la corrupción. 

			Custodiar por tanto constituye un axioma sobre el que se construye la eficacia o ineficacia de un Estado en su lucha contra las formas de criminalidad más elaboradas y por tanto más dañinas para la sociedad. Ese artículo sintetiza lo que deberían recibir la policía, la fiscalía y los jueces del Inpec, y de las demás cárceles que no administra esa institución, cuando las primeras tres cumplen a cabalidad con su labor y han iniciado un procedimiento legal para acusar a una persona y luego condenarla. Vale la pena transcribir esta norma:

			El juez de control de garantías, a petición del Fiscal General de la Nación o de su delegado, decretará la medida de aseguramiento cuando de los elementos materiales probatorios y evidencia física recogidos y asegurados o de la información obtenidos legalmente, se pueda inferir razonablemente que el imputado puede ser autor o partícipe de la conducta delictiva que se investiga, siempre y cuando se cumpla alguno de los siguientes requisitos:

			 

			1. Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia.

			2. Que el imputado constituye un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima.

			3. Que resulte probable que el imputado no comparecerá al proceso o que no cumplirá la sentencia.13

			 

			La Corte Constitucional, por su parte, desde 1998 cuando produjo la primera declaración de Estado de Cosas Inconstitucionales en el Inpec, ha reafirmado que la limitación de derechos fundamentales es connatural a la restricción de la libertad y perfectamente constitucional. La ley garantiza el cumplimiento de los derechos de los internos con medidas encaminadas a buscar la disciplina, la seguridad y la salubridad, y sobre todo para efectivizar el cometido principal de la pena, que es la resocialización.14

			El que no se aplique lo que legalmente está ordenado y constitucionalmente legitimado, es lo que impide luchar contra el matrimonio hace rato consumado entre corrupción política y crimen organizado en Colombia. El fenómeno que aquí se denominará la Captura Mafiosa, a partir de una categorización hecha en el 2008 (Garay, Salcedo-Albarán, León-Beltrán, Guerrero). 

			Dos conclusiones elementales deben consignarse antes de continuar con la exposición 

			 

			Primero

			 

			El propósito fundamental de la detención preventiva y/o de la pena de prisión resultante del proceso penal sobre los grandes articuladores de la corrupción y miembros del crimen organizado, debe ser la Anulación su capacidad criminal. Este concepto, nuevamente se insiste, debe entenderse como el control sobre el cuerpo para transformar la voluntad del individuo que ha sido objeto por lo menos de una medida de aseguramiento. Así, su dignidad no se asalta, sino se defiende, al impedirle la continuación de sus actividades delictivas desde el establecimiento y al evitar que burle la acción de las otras tres instituciones que deberían componer el Círculo de Justicia Criminal (en adelante CJC). Anulación significa hacer que cada capturado en investigaciones sólidas alcance la convicción durante ese periodo de que su vida criminal, solamente le traerá desdicha y tristeza, la primera de las cuales, es la pérdida de influencia en el círculo donde se ha movido social y/o criminalmente. 

			Jurídicamente es igual a la eficacia en la aplicación del deber legal de custodiar: impedir que detenido o condenado no solo se fugue, sino afecte investigaciones y/o continúe delinquiendo desde las cárceles. Además de asegurar la integridad física y mental de la persona. Esto se consigue restringiendo, controlando y vigilando al máximo su comunicación con el mundo exterior.

			 

			Segundo

			 

			La rehabilitación es una alternativa aceptable y necesaria para casi toda clase de delincuentes, pero cuando se trata de corrupción y crimen organizado, ella en el grueso de los casos, sobreviene solo como consecuencia de la implementación total de la Anulación. Sin Anulación total, la rehabilitación se convierte en una quimera romántica, pues depende exclusivamente de la voluntad de quien, estando recluido en una cárcel del Inpec, una dependencia de la fuerza pública o su casa, sigue percibiendo el crimen como una opción de vida que le procura riqueza rápida y reconocimiento o influencia, pues desde allí puede continuar manejando sus actividades ilegales y manipulando y/o comprando operadores jurídicos y testigos. Es decir, el establecimiento o el lugar donde permanece le permite mantener la convicción de que el castigo es poco comparado con lo ya ha ganado y/o con lo que puede seguir ganando. 

			Se muestra en el siguiente capítulo la omnipresencia de la dupla inseguridad-impunidad para luego explicar en el siguiente, el concepto de Círculo de Justicia Criminal.

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			
				
					13 - Se ha tratado que la Corte Constitucional declare inconstitucional la detención preventiva aduciendo que viola la presunción de inocencia. Desde 1994 la Corte ha defendido la medida precisamente por su carácter preventivo y excepcional y por estar claramente previstas sus justificaciones en la ley penal. Ver sentencias C. 106 de 1994; C 774 de 2001; C 695 de 2013. 

				

				
					14 - Universidad de Antioquia, Derechos de los Reclusos en los Pronunciamientos Judiciales, agosto 31 de 2016, http://corteidh.or.cr/tablas/r26279.pdf

				

			

		

	
		
			II. Hechos notorios: inseguridad e impunidad

			 

			 

			cualquiera puede llegar a ser corrupto si se influencia por la cultura organizacional equivocada, especialmente una que tenga reglas muy laxas. Para que se presente, dice Zaloznaya, deben darse tres ingredientes: necesidad, falta de castigo y una cultura que la ve como normal.15

			 

			Según la Corte Constitucional la existencia del hecho notorio es posible invocarse sin necesidad de prueba específica, pues puede ser conocido directamente por quien se halle en capacidad de observarlo (C145-09). En el siglo XXI, debido a la revolución de las comunicaciones, esta categoría jurídica se torna muy útil para análisis como el que aquí se propone.

			Ya se advirtió que el actual Presidente – Juan Manuel Santos – debió reconocer la sensación de inseguridad y la persistencia de la impunidad pocos meses después de iniciado su primer mandato (El Tiempo, ‘Acabe con la impunidad’, le pide Santos a la nueva Fiscal, enero 15 de 2011) y continuó haciéndolo durante el segundo. Un fantasma persigue al presidente fue la descripción en Semana el día que se instalaba el segundo periodo (La seguridad, un problema enorme, agosto 7 de 2014).16 

			Pues bien, el Presidente aceptó que son muchos los habitantes de Colombia que, en el mejor de los escenarios, padecían una permanente amenaza sobre su vida, su libertad, sus bienes y su dignidad. El riesgo de ser víctima era inocultable y el Estado no podía garantizar que quien lo ha sido, no será de nuevo victimizados por el mismo, u otro verdugo: Señores comandantes de Policía pónganse las pilas, porque he recibido muchas informaciones que la gente está asustada, y eso no se puede permitir (El Espectador, Presidente ordena realización de consejo de seguridad en Sincelejo, octubre 31 de 2013).

			Unos días después reclamaba el Presidente con cierto tono melodramático: Hay que redoblar los esfuerzos, hay que seguir en todas esas acciones que les permiten a las autoridades, bien sea a la Policía, bien sea a nuestro Ejército, a nuestros soldados de tierra, mar y aire, seguir protegiendo la integridad y la vida de nuestros compatriotas (El Espectador, Santos pide a Policía redoblar esfuerzos por masacre en Cali, noviembre 9 de 2013).

			A inicios de la segunda semana de marzo de 2014, ante los reportes de los Medios, Human Rights Watch y la ONU sobre el puerto más importante de Colombia, el Presidente declaraba: En Buenaventura, tenemos que vencer el miedo. He dado instrucciones para que la intervención se mantenga indefinidamente y que esa intervención esté a cargo de un general de la República (El Tiempo, ‘Se mantendrán intervención y patrullajes en Buenaventura’: Santos, marzo 8 de 2014). No se necesita ser experto en seguridad para concluir que cuando se empieza a recurrir a la militarización de las ciudades, se entra en un terreno alarmante para cualquier Estado.

			El 8 de abril de 2014 desde Envigado, ante la dimensión del problema le contaba al país que: Le he dado una instrucción a la Policía, a todos los comandantes de nuestras Fuerzas Armadas y al Ministro de Defensa, Juan Carlos Pinzón, nuestro próximo objetivo de alto valor son los delincuentes y hampones que pertenecen a esas bandas de microextorsión, de microtráfico, porque ahí es donde está surgiendo la delincuencia que está afectando a los ciudadanos de bien en las calles de las ciudades de Colombia (El Espectador, Bandas dedicadas a microextorsión y microtráfico, objetivo de alto valor para Gobierno, abril 8 de 2014).

			Un año después, a pesar del costoso esfuerzo estatal, los grupos criminales y sus disputas sangrientas, seguían vigentes en ese puerto: asesinatos, unido al hallazgo que las autoridades han hecho de fosas con cadáveres descuartizados o carcomidos por el uso de ácidos para evitar su identificación, han dejado en claro que las fuerzas del orden y del Estado no han logrado consolidar su tarea (Semana, Buenaventura sigue siendo tierra de nadie, marzo 5 de 2015).

			Por otro lado, empezaba a ser difícil justificar la situación como fenómenos aislados. Desde mayo de 2014, Bogotá era un gran problema para un presidente que estaba buscando la reelección. Y se le sumaban otras grandes ciudades. El Espectador informaba que bebido a la sensación de inseguridad, se hacía un relevo en la dirección de la policía metropolitana. 17

			Y en octubre 27 de 2014 durante una visita a Bucaramanga el Presidente advertía: no quiero ver policías en las oficinas, todos los policías en las calles, porque eso también es parte de la dignidad de cualquier ciudadano, que se sienta libre, libre, sin miedo, de poder transitar su barrio, sus parques… para que la gente se sienta más segura, para que el microtráfico o la microextorsión desaparezcan (El Espectador, “No quiero ningún policía en las oficinas”: Santos, octubre 27 de 2014).

			Para enero de 2015 los reportes de las grandes ciudades mostraban un deterioro continuado de la seguridad a nivel nacional que era reconocido no solo en Colombia (Vanguardia Liberal, Cinco ciudades de Colombia están entre las más peligrosas del mundo, enero 22 de 2015). Y Bogotá, a pesar de no aparecer en esa lista, iniciaba el año con aumento en todas las modalidades criminales que más afectan al ciudadano corriente en las calles: Incremento no solo en asesinatos sino en riñas y hurtos de viviendas, vehículos, motos y bancos (El Tiempo, Bogotá perdió el año en seguridad: mayoría de delitos aumentaron, enero 15 de 2015). Se redondeaba el círculo vicioso con el reporte oficial de que en las grandes ciudades de Colombia las pandillas aumentaban paulatinamente su control territorial (El Tiempo, Más de 500 pandillas azotan a las principales seis ciudades del país, abril 6 de 2015).

			Para cuando se terminaba de escribir este libro, finales de 2016, se supo que Colombia era duramente criticada por la ONU. Así lo resumía uno de los diez y ocho expertos extranjeros que examinaron el caos de la justicia colombiana: Me uno a la experta Cleveland, al experto Rescia y a otros compañeros de este Comité en denunciar la enorme impunidad que reina en Colombia en muchísimos ámbitos. Es un problema tan grande que creo que es central para el Gobierno lidiar con él (El Espectador, Colombia se ‘raja’ en el examen de derechos humanos de la ONU, octubre 21 de 2016).

			En forma genérica se usará el término inseguridad para referirse a esta primera realidad –hecho notorio– que implica una sensación de vulnerabilidad que han venido experimentando millones de colombianos a diario desde el segundo periodo del gobierno Uribe (2006-2010). El segundo hecho notorio, e intrínsecamente conectado con el primero, la impunidad, es la ausencia de un mensaje disuasivo efectivo de parte del Estado para los victimarios actuales y potenciales. En forma mucho más técnica el derecho internacional la define como: la inexistencia de hecho o de derecho de responsabilidad penal por parte de los autores de violaciones, así como de responsabilidad civil, administrativa o disciplinaria, porque escapan a toda investigación con miras a su implicación, detención, procesamiento, y en caso de ser reconocidos culpables, condenas o penas apropiadas, incluso a la indemnización del daño causada a sus víctimas. (ONU, Comisión de derechos humanos, febrero 18 de 2005 E/CN.4/2005/102 Add.1). Algunos datos suficientemente publicitados por los Medios prueban la magnitud de la impunidad.

			Cerca de tres años desde el reconocimiento y urgente pedido del presidente a la Fiscalía General de la Nación, y después de cinco años de la expedición del Auto 092 de 2008 de la Corte Constitucional que ordenó investigar algunos crímenes sexuales cometidos dentro del conflicto armado, la impunidad de estos delitos era casi total. 

			Según el quinto informe de Seguimiento de Crímenes Sexuales elaborado por nueve organizaciones que componen desde el 2008 la mesa de seguimiento a la orden de la Corte Constitucional, solo se registraban cinco sentencias, y apenas tres de ellas se referían a los 183 casos sobre los cuales la Corte ordenó las investigaciones (Semana, Violencia sexual: el crimen más impune, octubre 9 de 2013).

			El informe “Al Tablero” del Programa Somos Defensores, reveló que de 219 crímenes contra defensores de derechos humanos entre 2009 y 2013, sólo 12 tenían sentencia o estaban en etapa de juicio (Verdad Abierta, Asesinatos de defensores de derechos, 95% impunes, febrero 28 de 2014). El mensaje de que asesinar a esta clase de personas no tiene ninguna consecuencia persistía durante el 2014: 62 defensores fueron asesinados en 2014. Naciones Unidas advierte sobre la especial vulnerabilidad de líderes sociales en zonas muy remotas. Dice que allí la gente vive con terror (PROTECTIONONLINE, Colombia, ONU dice que situación de defensores es crítica, 11 de febrero de 2015). Y para agosto de 2015 los datos ya superaban al año anterior (El Espectador, En 2015 han sido asesinados 69 defensores de derechos humanos en Colombia: ONU). Para julio de 2016 el Programa Somos Defensores advertía: A las puertas de firmar un acuerdo de paz en Colombia, los índices de asesinatos y agresiones contra defensores de derechos humanos siguen subiendo en contraste con el descenso acelerado de las acciones violentas derivadas del conflicto.18 

			A eso se puede adicionar un informe de Medicina Legal de 2013, según el cual, más de once mil niños eran abusados sexualmente cada año en Colombia. Informe que además consideró que solo entre un 30 y 35% de los casos eran reportados. Desde octubre de 2013 se empezó a conocer internacionalmente sobre pandillas en Medellín que venían protegiendo para luego vender al mejor postor la virginidad de niñas que viven bajo su influencia en las zonas marginadas de la ciudad, lo cual, reconocieron las autoridades de esa ciudad. Solo les quedó advertir a esas autoridades que la nota de prensa no los había tomado por sorpresa (El Mundo de España, treinta y nueve niñas son víctima de la violencia cada día en Colombia, octubre 11 de 2013 y The Independent, Colombia: the virgin auctions in Pablo Escobar’s home town, octubre 10 de 2013). A mediados de octubre de 2014 una operación organizada por agentes de del ICE de los EE.UU. en colaboración con las autoridades locales, demostraron que además de Medellín, Cartagena se había convertido en centros de la prostitución infantil (El Colombiano, “Mafias internacionales promueven turismo sexual en Cartagena,” octubre 13 de 2014). Para abril de 2016 El Espectador reportaba un informe de la Defensoría del Pueblo que mostraba que el Estado no estaba produciendo algún mensaje disuasivo y por tanto más niños eran agredidos: Más de 18.000 niños sufrieron presuntos delitos sexuales en Colombia durante 2015 y casi 1.300 fueron abandonados…Además de las situaciones de abandono y de abuso, homicidios y suicidios “son parte del indignante y desalentador panorama” (“Indignante” panorama para la niñez de Colombia, denuncia Defensoría, abril 15 de 2016).

			Un editorial del Espectador había reclamado una solución a esa impunidad un mes antes del informe de la Defensoría, y también con base en datos oficiales: Según datos de la Fiscalía del año pasado, a diario 122 niños son víctimas de abuso sexual y la gran mayoría de esos casos se quedan en el silencio. Ante esa frustración, la respuesta del Congreso para lavarse las manos y sentir que algo se está haciendo es aprobar leyes con penas mayores, aun sabiendo que eso no reduce la ocurrencia de los crímenes y que tampoco garantiza que más personas sean enjuiciadas…ya es hora de tomarse las falencias de la política criminal en serio. No sólo por los menores, sino por todos los colombianos que se enfrentan a un sistema colapsado e ineficiente de justicia.19 

			A inicios del 2015 otro informe de la Defensoría del Pueblo mostró que sin disuasivo los niños en lugares apartados caían presos de una nueva práctica de reclutamiento, conocida como “secuestro express de jovencitas”. Mediante intimidaciones a sus familiares, niñas y adolescentes son raptadas para explotarlas sexualmente y luego son devueltas a sus hogares para no despertar sospechas. Según la Defensoría, estos hechos se presentan principalmente en Risaralda y Buenaventura (El Espectador, Bandas criminales, principales responsables del reclutamiento infantil, febrero 12 de 2015).20 Y un año después los Medios informaron que en la denominada área de la L –Bronx, centro de Bogotá– Jóvenes [eran] captados en colegios para distribuir drogas o explotarlos sexualmente. La policía solo podía acompañar a los padres a buscar sus hijas hasta cierta área del Bronx.21 Para entonces, similar patrón estaba también en Medellín: Cada vez hay más puntos en Medellín donde son abusados niños, niñas y adolescentes (El Tiempo, ‘No era consciente de que me explotaban sexualmente’, abril 23 de 2016). 

			Desde otro ángulo, el mismo gobierno reconoció en octubre de 2013 que diariamente en Colombia ochenta y nueve menores eran desplazados por Las Farc, y paramilitares reciclados como Los Urabeños, Los ‘Rastrojos’, ‘Las Águilas Negras’, ‘Los Paisas’. (Semana, Desplazamiento de menores, un problema mayor, octubre 17 de 2013). Remataba el drama de los niños en Colombia el informe de la policía que permitía concluir que ellos, como es obvio, no solo eran víctimas recurrentes, sino victimarios (El Tiempo, A diario detienen a un menor por asesinato y a 85 más por delinquir, octubre 22 de 2013).22 

			Otro crimen que prueba del patrón de impunidad se conoció a finales de 2013 en un informe sobre el secuestro desde 1970 hasta el 2010. Los secuestros habían disminuido antes que por las acciones de la policía porque sus perpetradores encontraban que otras conductas les producían beneficios más expeditos sin la logística complicada que exige mantener una persona en cautiverio por tiempos indefinidos. Lo cual concuerda con la información a inicios de 2014. Las autoridades debieron anunciar que una nueva modalidad de plagio en la cual los familiares de las víctimas tenían horas para pagar entre cinco y diez millones de pesos, venía creciendo en Cundinamarca, Tolima, Huila, Arauca y Eje Cafetero (El Tiempo, Gaula, en alerta por secuestro exprés en Tolima y otras zonas del país, febrero 10 de 2014). 

			El hecho de que la guerrilla por entonces no considerara esta práctica una prioridad, disminuyó los incentivos de las bandas urbanas que muchas veces ejecutaban secuestros y vendían las víctimas a quienes podían darse el lujo de custodiarlos por largos periodos en las selvas y montañas colombianas (País Libre, El secuestro disminuye pero la extorsión aumenta: Gaula, octubre 13 de 103).

			En la ciudad simplemente el mercado criminal se adaptó a las circunstancias. Basta examinar el aumento de la extorsión y los ‘secuestros express’ o ‘paseos millonarios’ como se les bautizó en Colombia para revelar que la retención de una persona con el propósito de obtener un beneficio económico, simplemente se hizo más sofisticada.

			Luego de que un agente de le DEA fuera asesinado, el gobierno anunciaba más legislación (El Espectador, Radican proyecto de ley ‘anti-paseos millonarios,’ octubre 13 de 2013). Menos de seis meses después, los mismas autoridades reconocían que el problema continuaba y que La Fiscalía y la Policía estaban tras las bandas responsables que funcionaban repartidas por toda la ciudad (Semana, Las ocho bandas dedicadas al ‘paseo millonario’ en Bogotá, abril 9 de 2014). Casi un año después los informes demostraban que esas otras modalidades de retención criminal simplemente crecían (El Tiempo, Se disparan ataques de escopolamina en Bogotá; denuncias suben un 57 %, febrero 15 de 2015).

			Si se aceptara que la impunidad está determinada por el número de sentencias condenatorias obtenidas, se podría aducir, según este informe sobre el secuestro, que la misma estaría por encima del 91% pues de los 39.058 procesos iniciados solo 3.144 terminaron con sentencia. Sin embargo, se argumenta desde el inicio de este capítulo que un Estado brinda seguridad efectiva solo cuando logra trasmitir en forma certera y rápida el mensaje de disuasión a toda la sociedad. Eso se produce al procesar y sentenciar eficazmente a los autores intelectuales. El informe, sin parangón sobre el secuestro en Colombia, así interpretado, comprueba que la impunidad es casi total. De las 1853 personas que terminaron en la cárcel, solo 40 eran autores intelectuales (Centro Nacional de Memoria Histórica, La verdad secuestrada, octubre 9 de 2013).

			Ni siquiera la impunidad sobre el homicidio común, deja de ser mundialmente escandalosa. La reducción en las tasas de este crimen ha venido usándose por las autoridades para insinuar que la inseguridad es no de la magnitud percibida por el grueso de la ciudadanía. Si en gracia de discusión se aceptara esa falacia, pues el crimen organizado, como ya se advirtió y se seguirá mostrando, entiende lo inconveniente que resulta para el negocio la exposición de cadáveres, el gobierno Santos aun tendría que explicar por qué la impunidad en ese renglón de la criminalidad es por lo menos del 80%. Mientras en Asia y Europa el 85 por ciento de homicidios se esclarece, en América solo se logra en el 50 por ciento de los casos. El promedio nacional está aún por debajo, con menos de 20 homicidas en la cárcel por cada 100 procesos (El Tiempo, Uno de cada 30 asesinatos en el mundo ocurre en Colombia, abril 19 de 2014).

			Un dato final es que cuando se trata del homicidio de periodistas la impunidad para el 2013 era del 100%. En definitiva con el paso de los años el mensaje para futuros victimarios es tranquilizador (El País.com, 142 periodistas han sido asesinados en Colombia desde 1977, febrero 9 de 2014).

			La consecuencia obvia de estos niveles de impunidad, prueba una de las conclusiones del estudio que aquí se presenta: El Estado seguirá perdiendo lenta y casi imperceptiblemente el control sobre zonas vitales para el crimen organizado. Buenaventura tal como se reseñó atrás, era el mejor ejemplo para marzo de 2015. Exactamente un año antes era evidente que los gobiernos Santos y Uribe le habían estado mintiendo a la opinión pública.

			Un año atrás, El Espectador publicaba un reportaje de un habitante del puerto más importante en Colombia: Ha hecho carrera la más cruel de las modalidades de asesinato: la desmembración, el descuartizamiento de gente a toda hora, de día y de noche. Hay casas a donde llevan a la gente a descuartizarla. Recordaba este Medio un año después, ahora en un editorial, que era evidente que sí existían las denominadas “casas de pique” pero que entonces le llovieron reclamos por publicarlo (Buenaventura, invisible, marzo 6 de 2014). 

			Menos de dos semanas después Human Rights Watch emitía un informe que recordaba que hacía un año en otro documento, ese organismo advertía que sucesores de los paramilitares eran los culpables de homicidios, extorsiones masivas, desapariciones y desplazamientos. Uno de los datos nuevos era que esa tendencia la empezaron a identificar desde el 2004 y que para el 2013 ninguna de las 2000 investigaciones de la Fiscalía por casos de desaparición y desplazamiento en Buenaventura ha [bía] tenido como resultado una condena (El Espectador, HRW denuncia desprotección del Estado en Buenaventura, marzo 20 de 2014). Un año después la ONG volvía a advertir: El gobierno no ha logrado detener abusos de organizaciones criminales (Colombia: nuevos asesinatos y desapariciones en Buenaventura, marzo 10 de 2015). 

			Estos datos demuestran que la percepción generalizada sobre la no certeza de un castigo después de cometer un delito o una transgresión moral, es matemáticamente irrebatible. En términos psico-sociológicos, para cualquier victimario el precio por ejecutar un acto de maldad en Colombia, es cuando mucho, insignificante frente a las potenciales satisfacciones personales que lo motivan (Cfr. III).

			 

			 

			
				
					15 - La profesora de la Universidad de Iowa, Marina Zaloznaya, hablando sobre le corrupción en la FIFA

				

				
					16 - Los resultados de la última Gran Encuesta de 2014 advertían: La encuesta deja ver que la seguridad, de lejos, es el asunto que más trasnocha a los ciudadanos, si se juntan la inseguridad ciudadana, la violencia y la delincuencia juvenil (Semana, Por qué las instituciones están en crisis, noviembre 15 de 2014).

				

				
					17 - Al tomar posesión del cargo el general Humberto Guatibonza, declaraba a El Espectador: Vivo acá con mi familia también y eso sí se nota. Lo que pienso hacer es mejorar lo que está fallando. Sé que hay preocupación por temas cotidianos como el hurto. Sentir que no se puede salir, porque lo van a atracar, es un gran problema. La sensación de seguridad no está bien y eso es lo que trataremos de mejorar (Nuevo rumbo de la seguridad, mayo 26 de 2014). Sería remplazado a finales de 2015 y le era difícil ocultar su enfado al tener que aceptar que a pesar de las capturas no se había podido reversar la percepción de inseguridad: Usted dice que fueron positivos los resultados obtenidos en relación con el robo de celulares, pero el atraco callejero siguió siendo el dolor de cabeza (El Tiempo, ‘Capturamos a mucha gente atracando y quedaron libres’, febrero 5 de 2016).

				

				
					18 - Programa No Gubernamental de Protección a Defensores de Derechos Humanos (PNGPDDH)

				

				
					19 - Editorial, El Espectador, La cárcel como varita mágica, marzo 27 de 2016

				

				
					20 - Y ante la masacre de 4 niños en Caquetá en febrero de 2015 Medicina Legal revelaba que la tasa de violencia contra los niños no había cambiado en los últimos diez años, salvo una leve disminución en los homicidios (El Tiempo, Cada 9 horas, un menor de edad es asesinado en el país, febrero 15 de 2015).

				

				
					21 - La fiscalía para finales de 2015 tenía una fiscal para luchar contra la trata de personas en la ciudad y era evidente que esa práctica igual que el microtráfico continuaría pues en mayo de ese año en un operativo de la policía tres de sus miembros habían sido torturados y secuestrados por horas en algún lugar de la L sin que la institución hubiera podido hacer más que permanecer en el área hasta que los liberaran (El Tiempo, La cara oculta de la trata de personas en el ‘Bronx’, 29 de enero de 2016).

				

				
					22 - Según el ICBF en el periodo 2007-2015 un promedio anual de 25 mil jóvenes fueron llevados al Sistema de Responsabilidad Penal Adolescente. Alrededor de 10 mil acusados de homicidio. Gracias a un aparente vacío legal la pena podían ser “servicios sociales.” En el caso de reclusión en centro de atención especializado, a los 21 años eran liberados, así la pena máxima de 8 años no se hubiera cumplido. A mediados de 2016 la Corte Suprema intentaba corregir esta otra forma de impunidad. En tanto, los Medios mostraban que los tales centros especializados no podían evitar siquiera las fugas masivas (El Tiempo, En homicidios, pena de menores no puede ser el servicio social, mayo 18 de 2016). 

				

			

		

	
		
			La respuesta del Estado Colombiano al ambiente de ilegalidad

			 

			Los violentólogos desde la segunda mitad de los años ochenta, especialmente a través del informe Colombia: Violencia y Democracia (1987) insistían en las causas objetivas de la violencia: la exclusión política, el no reconocimiento político y jurídico de los derechos humanos y la ausencia de la reforma agraria. Sin embargo, el mismo informe con sus análisis cuantitativos probaba que para esos tiempos ya era un hecho que la criminalidad común era responsable de gran cantidad de delitos, superando a los registrados por los grupos guerrilleros.

			En consecuencia, la Constituyente del 91 se ocupó de estas causas objetivas, generando durante las últimas dos décadas, la elaboración de toda clase de políticas sociales y el activismo de la Corte Constitucional que ha intentado con más tinta sacar a Colombia de la crisis reciclada que produce la creciente inseguridad y la omnipresente impunidad, pero siempre con la concepción de que los programas sociales son la respuesta eficiente y que la eficacia en la justicia penal se alcanza con reformas procedimentales en las etapas de investigación y juzgamiento. 

			Se podría argumentar que convencida de lo anterior, la Constituyente de 1991 fue juiciosa con respecto a la seguridad y la impunidad a través del rediseñó institucional. Así, reconoció que los jueces de instrucción criminal habían sido rendidos por el crimen organizado y los remplazó por la Fiscalía General de la Nación. Se necesitaba una institución acorde al desafío.

			Sin embargo, para inicios del siglo XXI se cuestionaba ya su desempeño y entonces se recurrió al procedimiento judicial estadounidense con la esperanza de reducir la criminalidad a su mínima expresión. Se asumió que solo faltaba otro ajuste de procedimiento para que la certeza y la rapidez derrotaran la inseguridad y la impunidad.

			El proceso penal acusatorio es en teoría un procedimiento oral en el que fiscal y la defensa se convierten en partes contradictorias y donde los jueces son árbitros imparciales que deciden de acuerdo con el acervo probatorio aportado por las partes. Una vez se captura al sindicado, la Fiscalía debe legalizar su detención dentro de las 36 horas siguientes, acudiendo ante un Juez de Garantías para que los derechos fundamentales del acusado sean respetados. Igual procedimiento debe seguir cuando realiza allanamientos, interceptaciones y registros.

			El procedimiento para legalizar una captura refleja el espíritu garantista del sistema penal acusatorio. El artículo 308 de la Ley 1453 de 2011 en teoría prescribe los criterios técnicos para que la privación de la libertad no esté sujeta al capricho. No hace falta volver a transcribirlo (ver p. 20).

			Legalizada la captura, la investigación queda cargo de la Fiscalía, que cuenta con la colaboración de cuerpos de policía judicial como el CTI y la Dijin para recaudar las pruebas necesarias. Es obligación de la Fiscalía, entonces, obtener las pruebas que soportan su acusación ante el Juez de Conocimiento, so pena de que se declare la preclusión y se dé por terminada la investigación.

			Una de las mayores innovaciones que se copió del procedimiento estadounidense, es que la Fiscalía puede llegar a acuerdos con los acusados, siempre sujetos a la aprobación del juez competente, para concederles beneficios por información o por su misma confesión. Pero esto supone que la Fiscalía debe determinar si lo que ofrecen los investigados le aporta a su lucha contra las formas de criminalidad más peligrosas para el Estado y de paso garantiza la buena imagen de la institución.

			En general, el proceso penal acusatorio otorga bastante discrecionalidad a los fiscales y a los jueces, descargando en su buen criterio la efectividad de la lucha contra el crimen. La realidad, como se ha argumentado y se continuará exhibiendo a lo largo de este trabajo, es que todo el proceso judicial que depende de la policía, la fiscalía y la judicatura opera desconectado de las cárceles.

			Allí estaría la explicación, por ejemplo, de la prescripción decretada por la Corte Suprema a favor del ex director del DAS, durante los primeros años del gobierno Uribe, Jorge Noguera, por los delitos de interceptación ilícita de comunicaciones y uso de equipos privilegiados. Pasados los cinco años que tenía la institución para llamar a juicio, la fiscalía y los jueces fueron burlados (Semana, Chuzadas: Jorge Noguera no irá a juicio por interceptación ilícita, octubre 8 de 2013) y sin embargo, el Estado empezaba a ser condenado administrativamente por esos hechos (Semana, La millonaria condena al Estado por ‘chuzadas’ del DAS, abril 3 de 2014).

			El carrusel de la contratación de Bogotá se necesitaron seis años para condenar al ex alcalde y su hermano el ex senador, pues los ritmos lo impusieron los defensores y al final la presión de los Medios garantizó que se impusiera una sanción pero la verdad total está lejos de ser conocida pues es evidente que en semejante andamiaje criminal participaron decenas de altos funcionarios y particulares (Semana, Los Nule se niegan a revelar sus secretos, octubre 8 de 2013 y Caracol Radio, Hipólito Moreno no sería testigo en el carrusel de los contratos, noviembre 8 de 2013). Por otro lado, era claro para el 2016 que lo saqueado nunca será recuperado.

			Otro caso emblemático es como para finales de 2016 los acusados del mayor fraude financiero del siglo XXI, Interbolsa, lograban librarse de toda responsabilidad legal, mientras permanecían con medidas de aseguramiento, algunos en cárceles otros en sus casas, gracias a la estrategia de sus defensores de impedir la realización precisa de todas las audiencias, exceptuado la que declararía el vencimiento de términos y el decreto de libertad definitiva: El ente acusador señala que dilatan de manera “sistemática y reiterada” las audiencias ( El Tiempo, Fiscalía pide investigar a abogados de caso Interbolsa y Fondo Premium, enero 3 de 2017). 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

			 

		

	
		
			III. Qué es y por qué se requiere un Círculo de Justicia Criminal.

			 

			 

			Si no legitimamos la democracia, si no hacemos el filtro que se necesita para que en las elecciones ganen los mejores, vamos a tener pésimos gobernantes... no tenemos cómo enfrentar unas mafias políticas que se han enquistado en la democracia y que se han adueñado del poder local para desangrar el presupuesto, para manejar la minería ilegal y las rutas del narcotráfico.23

			 

			Su fuga (exministro Andrés Felipe Arias) no solo significó su desprecio por las instituciones, sino un desconocimiento infinito del país: si de verdad quería salir impune, ha debido quedarse en Colombia. En estos momentos, el delincuente y empresario Miguel Nule Velilla purga penas en su casa: una mansión que imagino enorme, como él, y con múltiples entradas, también como él, construida con el dinero que robó al Distrito. La razón es sencilla: un compasivo juez de la república lo encontró obeso y deprimido, y lo mandó a su casona a paliar la tristeza a punta de series de Netflix y cajas de pizza: sus propios hermanos le reparten las tajadas, como antes.24

			 

			El Círculo de Justicia Criminal (CJC) se puede definir como un circuito compuesto por las cuatro instituciones de la justicia penal (policía, fiscalía, jueces y cárceles-prisiones) las cuales, adoptan la forma circular al operar coordinadamente. Esta forma de maniobrar se traduce en poderosa coherencia. Las acciones y omisiones de las instituciones que ejecutan capturas y conducen las primeras pesquisas (fuerza pública y/o organismos de inteligencia), llevan a cabo investigaciones para acusar ante los jueces (fiscalía), producen sentencias (jueces) y quienes deben custodiar a capturados y condenados (cárceles y prisiones), se decantan y consolidan gracias el ejercicio reiterado y habitual del CJC. Así, las cuatro instituciones se convierten en una tecnología para castigar, reparar, resocializar y disuadir simultáneamente.

			Gráficamente, el poder y la virtud del CJC residen en la energía que produce la labor de coordinación perfecta de los cuatro estamentos. Esa coordinación le permite girar como una gigantesca rueda que incesantemente aplasta todo intento por obtener por la fuerza, la amenaza, la estratagema y/o la corrupción, bienes materiales y/o inmateriales. Su operación eficiente se mide por la certeza y rapidez de su respuesta cada vez que se viola o pone en peligro un bien protegido por las leyes criminales.

			El trabajo desarticulado de policía, fiscalía y jueces con respecto a las cárceles, equivale a una perforación que deja escapar la energía de la rueda: La impunidad se instala. Con el paso del tiempo, tanto los criminales como la “gente honrada” convierten a esta última en un bien que defienden, mantienen y expanden. 

			Como se advirtió desde el segundo párrafo de este libro, los datos recolectados y examinados para esta investigación durante seis años, sugieren que en Latinoamérica, el narcotráfico nunca ha sido enfrentado eficaz y eficientemente, pues no ha existido ese CJC. En general, la respuesta ha sido expansión y reforma en la policía, la judicatura, la fiscalía y convertir las cárceles en simples depósitos de seres humanos. Todo esto, nunca ha logrado hacer retroceder la disfuncionalidad de la justicia penal en esta parte del mundo, anterior a la aparición del narcotráfico. Por el contrario, la aumentó. El resultado palpable, cuatro décadas después de iniciada la guerra contra las drogas, ha sido su expansión: crimen organizado transnacional e instalación lenta pero segura de la ilegalidad entre la ciudadanía. 

			Ambos actores, “gente honrada” y criminales recurren cada vez más a la corrupción. Los segundos, ante la reacción de los gobiernos que a su turno son presionados por los Medios y la comunidad internacional, intentan en algún momento evitar los visibles actos brutales de violencia al tiempo que quienes adoptan este estilo de vida crece, pues el crimen se convierte en una oportunidad económica en la que cada vez participan más personas. El crecimiento y fortalecimiento de las pandillas es una señal obvia. Un círculo vicioso se configura en el que uno de sus efectos principales es que la violencia cíclicamente disminuye para luego aumentar. En ese círculo cuatro formas de violencia se manifiestan con diferentes tiempos e intensidades. Entre los ciudadanos, entre las bandas que se disputan el mercado ilegal, entre las fuerzas armadas y los grupos criminales y la dirigida por las bandas o pandillas en contra líderes sociales, políticos, sacerdotes, periodistas o burócratas percibidos como obstáculos.

			Otro efecto es el desplazamiento de una débil economía legal por el mercado negro en sociedades históricamente inequitativas. La corrupción pública, empezando por la de la policía y la de la clase política, pasa a ser percibida abiertamente como fabulosa oportunidad. La consecuencia es el fortalecimiento de ese mercado negro que ya no solo se nutre del narcotráfico. Desde el 2014, veintidós actividades más según las Naciones Unidas. La mano invisible de ese mercado negro expande sus actividades para lucrarse del sector legal, en especial de la contratación pública, del comercio y la industria. A su vez, la natural crítica seguridad ciudadana que hace presencia, conlleva la ilegitimidad de los gobernantes. 

			En ese contexto, la clase política recurre a las fórmulas de mano dura: populismo punitivo, el uso del ejército, ejecuciones extrajudiciales, torturas, desapariciones y capturas masivas que van inundando los débiles y ya corruptos sistemas penitenciarios. Ante el fracaso de esa fórmula que no reacciona positivamente ante purgas burocráticas o creación de cuerpos especiales y cuyo efecto notorio son escandalosas violaciones de los derechos humanos y expansión de corrupción en la justicia criminal, se empieza a considerar el expediente colombiano: negociar la ley penal, como lo muestra el caso salvadoreño desde el 2012 y como lo impondrá desde el 2017 el proceso con las Farc, que internacionalmente se lee como exitoso.25 Mientras tanto, la desprestigiada clase política latinoamericana, acorralada por la violencia e ilegalidad, culpa a EE.UU y sugiere que se necesita autorizar el consumo. Soterradamente, insinúan que luego se debe legalizar el comercio de los narcóticos. Lo llaman replantear la lucha contra las drogas. 

			Mientras tanto, el reciclaje de la corrupción y el crimen organizado se impone. En realidad, la ayuda internacional y la profundización de la extradición, han sido los únicos mecanismos que han logrado retrasar el colapso total de varios Estados latinoamericanos. Colombia es el ejemplo perfecto de este hecho. Para finales de 2016 México, El Salvador, Guatemala, Honduras, Venezuela, Bolivia, Perú, Paraguay, Brasil y Argentina pasaban por diferentes puntos de este círculo vicioso. Nicaragua, Ecuador, Panamá y hasta Costa Rica empezaban a recorrerlo. La presencia de narcotraficantes colombianos y mejicanos en Uruguay y Chile, junto con el crecimiento del consumo de cocaína y el aumento de los homicidios, demostraban el poder de expansión del crimen organizado incluso, en los países con institucionalidad más fuerte de la región.26 Debe anotarse finalmente que ese panorama, el círculo vicioso, ha sido una ruta macabra recorrida primero por Colombia. Ella se hizo manifiesta solo hasta que apareció el narcotráfico a mediados de los años setenta del siglo pasado, pero estaba presente desde los años cincuenta.

			Durante el resto de esta investigación se mostrará la existencia y persistencia de los elementos de este círculo vicioso en Colombia. Por ahora, se debe advertir que esta explicación encaja con la investigación Violencia Urbana. Radiografía de una Región conocida en agosto de 2014: el homicidio disminuía en Colombia, porque las bandas criminales evitaban llamar la atención y celebraban pactos de no agresión.27 Pocos meses después, los reportes de desapariciones persistían. El Centro de Memoria Histórica demostraba que desde 1970, cuando supuestamente el país vivía un periodo de tranquilidad, este fenómeno ya estaba presente. Puede graficarse como que cada 3 horas un colombiano simplemente se esfuma desde ese año hasta el corte del reporte en 2015. El Estado continuaba incapaz de explicar los más de sesenta mil desparecidos.28 Por otro lado, conductas como el hurto y la extorsión crecían a pesar de que no más de 25% de las víctimas denunciaban (Semana, La seguridad, un problema enorme, agosto 8 de 2014). Al panorama se sumaba, el dato oficial de que más de 500 pandillas operaban en el país.

			Al tiempo, el mercado ilegal se ampliaba a toda clase de bienes y servicios y el Estado era incapaz de contenerlo. Y lo más grave, se mantenía la validación social de la falacia impulsada desde el gobierno de turno de que la disminución de los homicidios, no tenía nexo de causalidad con el reciclaje de la corrupción y el crimen organizado: el círculo vicioso. Dicho sea de paso, la tasa de homicidios para mediados de 2016 era de 25 por cada 100 mil habitantes. Es decir, 15 puntos después de la cifra que internacionalmente se acepta para no calificar la tasa de un país como pandemia. En resumen, no ha existido jamás un CJC en Colombia para enfrentar el círculo vicioso producido por el matrimonio entre corrupción y crimen organizado. Una monstruo que se venido creciendo sigilosamente e imponiendo un estilo de vida. Es decir, la maldad se ha convertido en la más eficiente y rentable opción de vida para los ciudadanos. 

			 

			 

			
				
					23 - Editorial de El Espectador, recordando las palabras del presiente del Consejo Nacional Electoral en junio de 2015 ante la llegada de nuevas elecciones (A cuatro meses, junio 16 de 2015)

				

				
					24 - Daniel Samper Ospina con su acostumbrado estilo satírico en carta imaginaria al ex ministro quien para el momento se encontraba en una cárcel de EE.UU esperando la decisión de un juez sobre su extradición a Colombia (Semana, Carta a Andrés Felipe Arias, septiembre 3 de 2016). 

				

				
					25 - No es lugar para analizar la práctica de negociar la ley penal ,que en Colombia tiene su mejor exponente en 1958 cuando dirigentes liberales y conservadores crean el Frente Nacional para repartirse milimétricamente el Estado. Baste advertir que con el ropaje de conflicto ideológico se ha ocultado la presencia del narcotráfico, incluso cuando el único grupo armado que logró cierto apoyo popular, el M-19, planteó en 1980 negociaciones para que se aceptara que la izquierda pudiera ser opción de poder, y así enterrar el Frente Nacional. Dado el apoyo popular de este movimiento, gracias al descontento social durante el gobierno de Alfonso López (1974-1978), enfrentado con brutalidad durante el gobierno de Julio César Turbay (1978-1982), el gobierno de Belisario Betancur (1982-1986) propagó un aire romántico en momentos que la política exterior de Ronald Regan en Centro América era censurada incluso en EE.UU. Negociar con las guerrillas ya no parecía para muchos. Por eso, el fracaso de esa primera negociación fue leído como fallas de planeación y se soslayó que desde 1981 existía una alianza entre los narcos y miembros de la fuerza pública apoyada tácitamente por el establecimiento para eliminar físicamente a un enemigo común (Cuesta, 1997). Desde entonces, cada gobierno recurriría a la negociación de la ley criminal ignorando deliberadamente que el narcotráfico progresaba como fuente de riqueza para más colombianos, pero aprovechando que la violencia fue explicada como un asunto de exclusión política y económica en el siguiente gobierno (Virgilio Barco 1986-1990). La clase política, desde entonces y cuando la Guerra Fría llegaba a su fin, fue vislumbrando lo provechoso que resultaría electoralmente autoproclamarse defensora de la paz. 

				

				
					26 - El dinamismo del mercado ilegal se ha estudiado bastante (Arlachi en Williams y Vlassis, Ed., 2001: 7-11). En cuanto a la presencia de este círculo vicioso, las decenas de reportes de InSight Crime desde el 2011 sobre estos países demuestran la tendencia descrita.

				

				
					27 - El crimen organizado cada vez es menos violento o acude a ella sólo en casos de regulación de mercados. Los carteles y organizaciones criminales colombianas han aprendido que la violencia sólo atrae la atención de las autoridades. Además, saben que al Estado no se le gana una guerra, de ahí que se utilizan otros mecanismos, como la corrupción a funcionarios públicos, antes de acudir a la violencia (El Espectador, Dinámicas del crimen organizado, abril 9 de 2014). Medellín era el caso más evidente en el país para febrero de 2016 gracias a que el recién posesionado alcalde de Medellín Federico Naranjo, reconocía que se venía maquillando la realidad de la seguridad, aduciendo que la baja en homicidios era por la acción de las autoridades y no aceptando las voces autorizadas que tres años atrás anunciaron el pacto entre los Urabeños, y la Oficina de Envigado (Insight Crime, Cese al Fuego de Urabeños y Oficina de Envigado en Medellín, julio 30 2013). Se había ocultado la omnipresencia del crimen organizado. La consecuencia obvia, como lo enseñó Gambeta en el estudio clásico sobre la mafia fue que el nivel de extorsión en la ciudad se hizo insostenible: Cálculos de un estudio hecho por la Universidad de Antioquia, señalan que las rentas anuales por este delito pueden sobrepasar los 9.000 millones de pesos (Semana, En el 80 % de los barrios de Medellín hay extorsión, febrero 8 de 2016). 

				

				
					28 - Hasta Encontrarlos. El Drama de la Desaparición Forzada en Colombia, enero 12 de 2017

				

			

		

	
		
			La maldad como opción de comportamiento en sociedades sin CJC

			 

			La psicología social y la neurociencia ratifican que los seres humanos que habitan las sociedades seculares modernas en general intentan de todas las maneras posibles alcanzar metas materiales e inmateriales durante su existencia. Las primeras se pueden resumir en una larga y saludable vida, rodeada de buenas condiciones económicas y las segundas, en un mínimo de reconocimiento social. 

			Jonathan Haidt (2006), después de veinte años de estudiar la moralidad en el mundo a partir de los libros sagrados, la filosofía occidental, la sociología y la neurociencia, ha concluido que las personas pasan su existencia esforzándose por alcanzar ese tipo de metas pensando que de esa forma pueden acercarse a la felicidad, aunque el balance de tanto en tanto les demuestre que ese ejercicio es como tratar de atrapar el viento con las manos y que lo máximo que se puede lograr, si se combinan una serie de factores, es satisfacciones temporales. Lo fundamental para este parte de este análisis es destacar que los Estados deben hacer todo lo necesario para que los seres humanos no recurran a la ilegalidad para alcanzar objetivos considerados legítimos en las sociedades modernas.

			Se recurre a Zimbardo (2007: 5) para partir de una definición de la maldad: comportamiento intencional de manera que daña, abusa, degrada, deshumaniza o destruye a otro u otros. También lo constituye el uso de la autoridad y/o el poder para de manera sistemática impulsar, o permitir que otros produzcan daño. Precisa Zimbardo que la maldad, como cualquier otra condición humana, está afectada por la disposición genética y por las condiciones de desarrollo social de cada persona. 

			Contrastando lo que advierte Zimbardo con la historia de Colombia se puede argumentar que la maldad ha sido un medio al cual han apelado muchos, no solo unas “manzanas podridas” para obtener bienes materiales e inmateriales. El grueso de la clase política, funcionarios de todo tipo, miembros prestantes de la sociedad, de las iglesias y los ciudadanos corrientes han participado en esa dinámica (Salazar y Castillo, 2001). Para comprobarlo basta un vistazo rápido de la producción académica, literaria y periodística de los últimos cincuenta años. 

			El hecho de que el grueso de los colombianos perciba que la impunidad es fácilmente obtenible, sirve de base para argumentar aquí que la violación de toda clase de mandatos legales, es un ejercicio de maldad cotidiano que daña a unos directamente y destruye la confianza que se requiere para las transacciones económicas y la interacción social. 

			Siempre habrá alguien perjudicado por el hecho de que otro desobedezca las normas jurídicas, sean ellas las que regulen la construcción de inmuebles, las que protejan el medio ambiente, las que ordenan las relaciones familiares, las que regulan el tránsito y el transporte, las que vigilan la fabricación de alimentos, bebidas y medicinas, las que supervisan y controlan la prestación de los servicios públicos, las que establecen el pago de tributos al Estado, etcétera, etcétera. El solo hecho de que una infracción de una de esas normas, no tenga ninguna consecuencia negativa para quien la comete, viola el principio de igualdad con respecto a todos aquellos que sí la respetan. Allí reside el obvio y elemental daño social por cualquier ejercicio de maldad.

			El que algunas de esas violaciones lleguen a configurar además un crimen, simplemente demuestra que la violación de esas primeras normas es habitual y reiterada entre muchas personas, y que ahora produce un daño que amenaza o pone en peligro la organización social, política y económica. El que pasado el tiempo, los actos de maldad prevalezcan y esas conductas adquieren modalidades o ingredientes nuevos, demuestra que el Estado no logró disuadir al grueso de los miembros de la sociedad que piensan que infringir las normas no tiene un precio considerable. 

			Es lógicamente previsible que entre más personas violen de todo tipo de reglas, transgredir algunas de carácter penal, se convierte en una decisión basada en cálculos personales. Transgredir la ley penal, se transforma en un instrumento o estrategia para alcanzar beneficios materiales e inmateriales. Hasta el punto que para muchos, quien ignore esa posibilidad, podría estar poniendo en peligro no solamente su progreso, sino el de las personas con las que está conectado emocionalmente. 
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